Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio y los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral suscritos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá. (boletín Nº 2009-10)


 


"Honorable Cámara:


 


Vuestra Comisión de Hacienda pasa a informaros el proyecto de Acuerdo mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


La iniciativa tiene su origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de "simple" urgencia para su tramitación legislativa.


Asistieron a la Comisión durante el análisis del proyecto los señores Eduardo Aninat, Ministro de Hacienda; Juan Gabriel Valdés, Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, y los demás integrantes del equipo negociador del Tratado.


El propósito de la iniciativa consiste en la aprobación del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá y sus Anexos, suscrito en Santiago de Chile, el 5 de diciembre de 1996, y de los Acuerdo de Cooperación Ambiental y de Cooperación Laboral, y sus Anexos, suscritos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, en Ottawa, Canadá, el 6 de febrero de 1997.


El Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá establece una zona de libre comercio en conformidad con el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (artículo XXIV) y con el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (artículo V); ambos partes integrantes del denominado Acuerdo de Marrakech, constitutivo de la Organización Mundial del Comercio (OMC).


Para efectos explicativos cabe señalar que este instrumento internacional consta de dieciséis Capítulos, distribuidos en cinco Partes. Los Capítulos han sido individualizados por letras en orden alfabético. Además, cada Capítulo tiene una numeración correlativa independiente de los otros. Las excepciones a los principios generales del Tratado que aparecen en los Capítulos, se establecen en Anexos, los que forman parte integrante del Tratado.


El Tratado contiene cinco Anexos Generales que se relacionan con los Capítulos G (inversiones) y H (comercio transfronterizo de servicios). Además, existen Anexos Particulares de determinados artículos o párrafos de los mismos para especificar alguna obligación o derecho específico de una o ambas Partes.


Las distintas Partes del Tratado se estructuran conforme al siguiente esquema:


Un Preámbulo, que contiene los propósitos que animan a las Partes Contratantes.


La Primera Parte relativa a los aspectos generales, comprende el Capítulo A, que describe los objetivos del Tratado, y el Capítulo B, que contiene las definiciones generales utilizadas en él.


La Segunda Parte, que se refiere al comercio de bienes, incluye el Capítulo C sobre trato nacional y acceso de bienes al mercado; el Capítulo D, que establece las reglas de origen; el Capítulo E, relativo a procedimientos aduaneros y el Capítulo F, que regula la aplicación de medidas de emergencia. 


La Tercera Parte incluye el Capítulo G, sobre inversión; el Capítulo H, relativo al comercio transfronterizo de servicios; el Capítulo I, sobre telecomunicaciones; el Capítulo J, relativo a política en materia de competencia, monopolios y empresas del Estado, y el Capítulo K, sobre entrada temporal de personas de negocios.


La Cuarta Parte, titulada disposiciones administrativas institucionales trata los siguientes aspectos: Capítulo L, sobre la publicación, notificación y administración de leyes; Capítulo M, sobre los derechos "antidumping" y compensatorio, y el Capítulo N, sobre disposiciones institucionales y procedimientos para la solución de controversias.


La Quinta Parte denominada otras disposiciones, se divide en el Capítulo O, que trata de las excepciones y el Capítulo P, relativo a las disposiciones finales.


Los principales objetivos del Tratado de Libre Comercio son los siguientes:


-Eliminar obstáculos al comercio y facilitar la circulación transfronteriza de bienes y de servicios entre los territorios de las Partes Contratantes.


En materia de desgravación arancelaria sobre el comercio de bienes el Tratado comprende a su entrada en vigor, la liberalización de aproximadamente el 80% del comercio recíproco, efectuándose la liberación del resto de los derechos aduaneros por parte de Canadá, en un plazo no superior a 6 años, incluyendo productos textiles, confección, calzado y productos de la agro industria. En el caso de Chile, se establece una desgravación más paulatina del resto de los derechos aduaneros que va desde los 2 a los 18 años para productos como trigo harinero, carnes rojas, azúcar y a 10 años para otros productos sensibles como carne de cerdo y aceites; calendario de desgravación similar al acordado con el Mercosur y que finalizará de implementarse a más tardar el año 2014.


En el campo de los servicios transfronterizos contemplados en el Tratado se abarca la casi totalidad de los sectores de servicios. Se incluyen medidas respecto de la producción, distribución, comercialización, venta, compra, uso, pago y prestación de un servicio; el acceso y uso de las cadenas de distribución y los sistemas de transporte relacionados con la prestación de un servicio, y el otorgamiento de una fianza u otra forma de garantía financiera, como condición para la prestación de un servicio. Se incluyen los principios de trato nacional y de la nación más favorecida de manera similar al tratamiento previsto en el caso de inversiones. Se agrega la no exigencia de presencia local a los proveedores de la otra Parte para prestar un servicio, el compromiso de transparencia de información respecto de restricciones cuantitativas no discriminatorias, criterios objetivos y de transparencia de información para la obtención de licencias y certificados. En materia de telecomunicaciones se incluyen los siguientes temas: seguridad de acceso a las redes públicas de telecomunicaciones; condiciones para la provisión de servicios de valor agregado y requisitos de transparencia en la información.


Cada Parte mantiene la facultad de adoptar medidas diferentes a los principios del Tratado en algunos sectores, para los que se establecen reservas en el Anexo II.


En el Tratado no se regula el comercio transfronterizo de algunos servicios que se han exceptuado expresamente en el mismo Capítulo, como es el caso de los servicios financieros, los servicios de transporte aéreo, las compras de Gobierno o de empresas del Estado y los subsidios o donaciones del Gobierno o de una empresa del Estado.


Cabe también mencionar que el Acuerdo establece una excepción general en materia de industrias culturales, salvo en lo que se refiere a acceso al mercado y eliminación de tarifas arancelarias, entendiéndose por tales las relacionadas con publicaciones, grabaciones de películas, video o música, radiocomunicaciones, actividades relacionadas con la radio, televisión y tansmisión por cable y los servicios de programación de satélites y redes de transmisión.


-Promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio.


Se incluyen en el Tratado una serie de compromisos respecto de las llamadas disciplinas comerciales que conforman normas que otorgan transparencia a la manera de proceder de Chile y Canadá, eliminando barreras no arancelarias al comercio de bienes. Así es como ambos países se comprometen a otorgar a las exportaciones provenientes de la otra Parte un trato no menos favorable que el que otorgan a los bienes nacionales, principio conocido con el nombre de "trato nacional", conforme a las disposiciones del artículo III del GATT 1994, siempre que tales bienes cumplan los requisitos de origen establecidos en el Capítulo D. Chile exceptúa de esta obligación la legislación que prohibe la importación de vehículos usados. Por su parte, Canadá mantiene controles sobre las exportaciones de troncos de todas las especies y sobre la exportación de pescado no procesado.


Chile se reserva el derecho a mantener el actual Estatuto Automotriz, sin adelantar los compromisos de desmonte establecidos bajo la OMC. Asimismo, los sistemas de "drawback" establecidos en la ley Nº 18.708 y los sistemas de pago diferido de aranceles para los bienes de capital (ley Nº 18.634) y de almacenes particulares del decreto Nº 224, de 1986, del Ministerio de Hacienda, seguirán vigentes.


Además, Chile se reserva el derecho a mantener el sistema de bandas de precios establecido en la ley Nº 18.525, respecto del trigo, harina de trigo, los aceites vegetales comestibles y el azúcar, pero no podrá incorporar a él nuevos productos ni modificar el método de cálculo aplicado. Las reducciones arancelarias no se aplicarán sobre el derecho específico establecido por la banda de precio, sino sólo sobre el 11% de arancel y de acuerdo al calendario de desgravación pactado.


En materia de subsidios a las exportaciones en el sector agrícola, las Partes Contratantes acordaron no implementar nuevas medidas de este tipo, observando en todo momento las normas de la OMC que regulan esta materia. Adicionalmente, las Partes comparten el objetivo común de la eliminación multilateral de los subsidios sobre bienes agrícolas y se comprometen a eliminarlos a más tardar el año 2003. Se establece que si alguna de las Partes reintroduce un subsidio, la otra podrá incrementar la tasa arancelaria de ese producto a la tasa equivalente a la nación más favorecida.


Se establece el compromiso de no adoptar o mantener impuestos, gravámenes o cargo alguno a la exportación, a menos que dicho impuesto se aplique a bienes destinados al consumo interno. Se dispone que las restricciones a la exportación por razones como escasez o conservación de recursos, justificadas bajo el GATT 1994, son aplicables sólo si cumplen una serie de requisitos que son especificados en el propio Tratado.


Las Partes Contratantes se comprometen a no aplicar restricciones, tanto a las importaciones como a las exportaciones. Chile mantiene, por dos años, las disposiciones de la ley �Nº 16.624, que obligan a los productores de la Gran Minería del Cobre a vender determinadas cantidades de este mineral en el mercado interno. Además, se eliminan todo tipo de cargas que no sean aranceles y que se conviertan en una traba al comercio. También, Chile no aplicará a los productos originarios de Canadá la tasa aeronáutica y la tasa de despacho.


Las reglas de origen, acordadas en el capítulo D permiten evitar la triangulación de comercio que pueda producirse por efecto de diferencias en las tasas arancelarias con terceros países. Se establecen reglas de origen que, si bien se basan en las normas Nafta, han sido flexibilizadas con el fin de que la oferta exportable obtenga acceso real al mercado canadiense. Las reglas de origen contemplan el concepto de salto arancelario y de valor de contenido regional; similares, pero no idénticos a los definidos en las reglas Aladi. En el caso del valor de contenido regional, la norma negociada en el Tratado contempla porcentajes no inferiores a 35% para cuando se utilice el método de valor de transacción ni al 25%, cuando se emplee el método de costo neto.


Asimismo, existen en el Tratado disposiciones generales que otorgan cierta flexibilidad al cumplimiento de las reglas de origen. Tal es el caso de las normas sobre Acumulación (artículo D-04) y De Minimis (artículo D-05). Por otra parte, se establece que una reglamentación anexa, de carácter uniforme, determinará en detalle los procedimientos a seguir para realizar los cálculos, cuando estos sean necesarios.


Entre los compromisos adquiridos en este Tratado, están aquéllos que se refieren a los derechos "antidumping" y derechos compensatorios. En esta materia se establece la obligación de no aplicar medidas "antidumping" a los bienes de la otra Parte. Si se produce algún reclamo en esta materia, éste será resuelto por un tribunal internacional que se base en reglas OMC con algunas características adicionales que mejoran su efectividad, principalmente, en cuanto agilicen los plazos para el establecimiento de los paneles y contemplen la devolución de los derechos cobrados en exceso, con intereses. Este mismo sistema de solución de disputas se aplicará en caso de reclamos por derechos compensatorios.


-Aumentar las oportunidades de inversión en los territorios de las Partes.


Se regula el régimen de inversiones entre ambos países, otorgándose beneficios y garantías sobre trato no discriminatorio.


Se garantiza que los inversionistas de la otra Parte reciban un trato similar a los inversionistas nacionales. Ello respeta el principio de la no discriminación arbitraria establecido en la Constitución Política de Chile. Asimismo, los inversionistas de la otra Parte deben recibir beneficios equivalentes a los que la Parte otorgue a inversionistas de terceros países.


Se regulan las condiciones en que podrá tener lugar una expropiación y se garantiza a los inversionistas de la otra Parte una compensación justa y adecuada en caso que ello ocurriese, no obstante que la actual legislación chilena otorga estas garantías al inversionista extranjero.


Se consagra la no existencia de requisitos especiales para invertir en un determinado sector, -requisitos de desempeño-, tales como la exigencia de que se exporte una parte de la producción.


Ninguna Parte podrá exigir que una empresa inversionista proveniente del otro Estado, designe a individuos de alguna nacionalidad determinada, en particular para ocupar cargos superiores.


Se establece el compromiso de las Partes a que las transferencias relacionadas con la inversión de la otra Parte, pueda realizarse libremente y sin demora, en una divisa de libre uso y al tipo de cambio vigente en el mercado. Sin embargo, como la aplicación irrestricta de esa norma iría en detrimento de las atribuciones que la Ley Orgánica Constitucional confiere al Banco Central se ha incluido una reserva a dicho artículo, lo que permitiría la aplicación de ciertas medidas con el propósito de mantener la estabilidad de la moneda. 


Estas dicen relación con:


a) La exigencia que afecta a los capitales provenientes de una inversión en la otra Parte de permanecer un año en ésta como plazo mínimo. En el caso de programas especiales de inversión, que establecen beneficios y requisitos adicionales, es posible que la restricción de repatriación de capitales se eleve hasta cinco años. Tal es el caso de los Fondos de Inversión de Capital Extranjera (FICE), programa especial que entrega beneficios adicionales con la condición de una mayor permanencia de los capitales en Chile.


b) La Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile establece que el encaje a las inversiones o créditos que llegan a Chile es de 40% y no impone límites a los años de aplicación. El Tratado limita esta atribución al establecer la posibilidad de exigir un encaje a todo tipo de inversiones y créditos que ingresan a Chile, exceptuando el encaje a los aportes de capital en inversiones productivas. Este encaje no podrá ser superior al 30% y sólo será aplicable como máximo durante los dos primeros años que los capitales permanecen en Chile.


-Crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias.


Se establecen con tal objeto reglas respecto a los procedimientos aduaneros, destinadas a impedir que éstos se utilicen como barreras no arancelarias al comercio, y, para reglamentar la aplicación y fiscalización del cumplimiento de las normas de origen. Cabe mencionar la certificación del origen; la determinación de las obligaciones del importador y del exportador; la factibilidad de que el sector privado requiera pronunciamientos en forma previa al despacho de las mercancías respecto al cumplimiento de origen; mecanismos de revisiones e impugnaciones de las actuaciones de la administración, y un sistema de sanciones por el incumplimiento de ellas.


Según dicha normativa la certificación de origen corresponderá a los exportadores y productores. No existirán, por lo tanto, las entidades certificadoras como ocurre con la aplicación de los acuerdos comerciales firmado en el contexto de Aladi.


Se establece un sistema especial de solución de controversias relacionado con inversiones con el objeto de asegurar un trato igual entre inversionistas de las Partes de acuerdo con los principios de reciprocidad internacional y del debido proceso ante un tribunal imparcial. Un inversionista puede reclamar por sí o por cuenta de una empresa bajo su control, contra una medida de una Parte que viole las normas que rigen las inversiones y otras normas referidas a empresas del Estado, siempre que no hayan transcurrido más de tres años desde la transgresión.


Primeramente, si no prospera una solución vía consulta o negociación, el inversionista podrá someter el asunto a arbitraje, siempre que hayan transcurrido seis meses desde que tuvieron lugar los hechos. El inversionista podrá escoger el procedimiento arbitral entre, por una parte, las reglas del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (Ciadi) o las Reglas de Mecanismo Complementario del Ciadi, si tanto la Parte contendiente como la Parte del inversionista del Ciadi no son ambas miembros del Convenio del Ciadi; y, por otra parte, las Reglas de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). Si un inversionista elige someter una reclamación conforme al procedimiento establecido en el Capítulo G, deberá renunciar a iniciar o continuar un procedimiento ante tribunales locales, salvo medidas precautorias suspensivas. Si un inversionista de Canadá elige alegar la violación de las normas sobre inversión ante un tribunal chileno, no podrá recurrir subsecuentemente al sistema de solución de controversias establecido en el Capítulo G.


El tribunal arbitral estará integrado por tres árbitros, salvo acuerdo en contrario. Cada una de las partes podrá nombrar un árbitro; el tercer árbitro y presidente del tribunal se designará de común acuerdo o, en su defecto, por el Secretario General del Ciadi, de una lista que establecerán las Partes y siempre que no sea nacional de la Parte contendiente o de la Parte del inversionista contendiente.


Salvo que las Partes contendientes acuerden otra cosa, la sede del tribunal será escogida según las Reglas del Ciadi o del Cnudmi, dependiendo de cuáles reglas rigen.


Las controversias se resolverán de conformidad con el Tratado y las reglas aplicables del derecho internacional. La interpretación que formule la Comisión sobre una disposición del Tratado será obligatoria para el tribunal arbitral. El fallo arbitral sólo puede reconocer daños pecuniarios más intereses o la restitución de la propiedad.


El inversionista contendiente podrá recurrir a la ejecución de un laudo arbitral conforme al Convenio del Ciadi, a la Convención de Naciones Unidas sobre Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (Nueva York, 1958) o a la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional (Panamá, 1975). Cada Parte dispondrá la debida ejecución de un laudo en su territorio.


Adicionalmente, el Tratado contempla una cláusula general que permite exceptuarse de algunos compromisos del mismo en caso de problemas de balanza de pagos, en materia de seguridad nacional y de carácter tributario.


-Establecer lineamientos para la ulterior cooperación bilateral, regional y multilateral encaminada a ampliar y mejorar los beneficios de Tratado.


Por su parte, el Tratado de Cooperación Ambiental establece un marco ambiental que procura ser compatible con las condiciones necesarias para el desarrollo económico y progreso de ambos países.


Asimismo, en el Tratado de Cooperación Laboral se recogen los principios y políticas laborales vigentes y se fomenta la cooperación entre las Partes.


El informe financiero remitido por la Dirección de Presupuestos plantea que la aplicación del Acuerdo considera un plan de desgravación arancelaria desde la situación actual con 11% de arancel ad-valorem, hasta su conclusión con un arancel de 0%, el 1º de enero del año 2014, con reducciones programadas.


Afirma que la recaudación fiscal se verá afectada en sus ingresos tributarios en los conceptos de "Tasa General de Importaciones" (IVA) y de los "Impuestos al Comercio Exterior".


Precisa que los ingresos que se dejan de percibir por concepto de rebaja de aranceles, se estiman en los siguientes montos:


 


AÑOS (Millones de US$)


aproximados


1997 20,0


2014 172,2


 


Nota: La estimación para 1997 corresponde al inicio de la vigencia del Acuerdo desde junio del presente año.


 


La presentación general del proyecto en la Comisión la efectuó el señor Eduardo Aninat, Ministro de Hacienda, quien en su exposición argumentó acerca de la relevancia del Acuerdo Chile-Canadá, dentro del contexto actual de la economía internacional en que Chile se encuentra inserto. Destacó el hecho que el país tenga en la actualidad una economía abierta con niveles arancelarios promedios de 8% a 9% ad-valorem, con un compromiso con el libre comercio que nadie podría poner en duda, lo cual ha significado contar con un constante aumento de las exportaciones, por más de 20 años, constituyéndose dicho proceso en motor de la economía, lográndose tasas de crecimiento superiores al 6% anual, en promedio, y cuyo escenario, hoy en día, es absolutamente diferente al que existía cuando Chile inició la rebaja unilateral de aranceles hace ya más de dos décadas.


El señor Ministro puso hincapié en que dentro del escenario antes descrito, las negociaciones multilaterales y bilaterales en que ha incursionado nuestro país en materia de comercio estos últimos años han ido creando con países relevantes una relación que significarán nuevas oportunidades de variada índole para los distintos sectores que se involucren y tomen decisiones acertadas en materia de inversiones, comercio y transferencia de tecnología, lo cual redundará en beneficio de los países signatarios en su conjunto. En este plano, el Acuerdo en discusión lo consideró relevante y consistente "per se", tanto por la institucionalidad que se crea, la calidad del socio escogido y la garantía que dan sus normas frente a eventuales expresiones proteccionistas que pudieran gestarse en países de mayor desarrollo económico. 


Destacó que Canadá constituye una de las naciones de mayor grado de desarrollo económico de América, es miembro del Grupo de los 7, tiene un ingreso per cápita de cerca de US $ 20.000 anuales e importa anualmente alrededor de US $ 170 mil millones. Estima que la integración de Chile con dicha economía representa un hito importante en el proceso de internacionalización de nuestro país con los demás países de América.


Puso de relieve que, un aspecto esencial de los tratados como el sometido a la aprobación del Congreso es que restan discrecionalidad a la institucionalidad en el intercambio bilateral, puesto que en ausencia de ellos esa institucionalidad queda frecuentemente determinada por los actos y decisiones de las economías de mayor tamaño.


En suma, sostuvo que debería ponderarse también como factores positivos el efecto inversión derivado del Tratado, el concepto riesgo país que se vería mejorado con su implementación y la base jurídico-institucional que significará dicha normativa para la negociación de futuros tratados de integración multilateral, regional y bilateral.


En lo relativo a los Tratados de Cooperación Laboral y Ambiental, el Ministro Aninat planteó que el primero recoge principios y políticas laborales congruentes con la legislación nacional y su normativa se caracteriza por promover la cooperación entre las Partes, privilegiar el cumplimiento de las leyes laborales propias de cada país, no imponer leyes comunes ni su homologación y evitar la penalización de particulares o la imposición de sanciones comerciales, mientras que el segundo, tiene por finalidad entregar un marco ambiental compatible con las condiciones necesarias para el desarrollo económico y el progreso del país, siendo ambos instrumentos respetuosos de la soberanía nacional y haber sido aprobados bajo ningún tipo de presión.


El debate en la Comisión de Hacienda respondió a satisfacer las consultas e inquietudes manifestadas por diversos señores Diputados, en torno a los siguientes temas: ¿cómo se vería afectado el sector agrícola con la vigencia del Acuerdo en informe?, ¿cuál sería el impacto en la economía nacional de la aplicación de las medidas relacionadas con el comercio de servicios y de bienes que se proponen?, ¿cómo se ha evaluado el impacto del tratado de libre comercio en los distintos sectores y regiones del país?, ¿cuál sería el efecto de la rebaja de aranceles dispuesta en el Tratado en los ingresos fiscales futuros?, ¿cuáles serían los beneficios comerciales efectivos para Chile derivados de la rebaja de aranceles prevista por el Tratado?, ¿cómo se vería afectada la legislación interna de Chile con la aplicación de las cláusulas medio ambientales y laborales de los respectivos Acuerdos?


En materia agrícola los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Canadá es un tratado en que se negoció acerca de un sin número de materias, siendo el agrícola sólo uno de los temas principales. Se afirmó que, en general, no existió un esquema de reciprocidad pareja para negociar los niveles de desgravación, ya que la base arancelaria es distinta en ambos países y, a su vez, se respetaron sensibilidades en ciertos productos. Así es como, algunos productos agrícolas chilenos van a entrar en 6 años con arancel 0 al mercado canadiense mientras que, por otro lado, se mantendrán para los productos canadienses las bandas de precios y los plazos de desgravación serán superiores a los aplicables en Canadá para productos de origen chileno.


En este contexto, entonces, les ha parecido extraño el rechazo de la Sociedad Nacional de Agricultura a algunas disposiciones del Tratado cuando, sostienen, se ha conseguido el reconocimiento de las bandas de precios en la estructura conceptual del Nafta con bastantes dificultades, se han consagrado cuotas con arancel 0 desde su vigencia para productos como cebollas, frutillas y productos lácteos y avícolas, lográndose otras desgravaciones en el sector agropecuario y agro-industrial y consolidar un arancel 0 para productos que recibían el trato de arancel 0 de manera graciosa y discrecional. Por otra parte, se va a hacer efectiva una rebaja de los aranceles chilenos que gravan la maquinaria agrícola canadiense, en directo beneficio del sector agrícola nacional. También, se manifestó por dichos personeros que existirían beneficios respecto a la comercialización del vino en Canadá y del trigo candeal.


En relación con los efectos en la economía nacional de la aplicación de las medidas relativas al comercio de bienes y servicios, se sostuvo que, en lo primero, habrán sectores que tendrán beneficios, como es el caso, en general, de algunos exportadores y de los consumidores, no obstante que la mayor competencia como consecuencia de la desgravación podría afectar a ciertos productores y el Fisco tendría una reducción de ingresos, lo cual se cuantifica en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos. Sin embargo, existirían oportunidades para aumentar las exportaciones con mayor valor agregado en sectores industriales vinculados a la industria textil y del calzado, y a la agro-industria.


En cuanto a la industria de los servicios, se obtendría mediante el Tratado bajar las barreras existentes en Canadá, permitiendo que las personas naturales chilenas o empresas chilenas puedan prestar servicios sin limitaciones en el ámbito del turismo y servicios profesionales, excluyéndose los servicios de transporte aéreo y los servicios financieros. Respecto a estos últimos, se afirmó que no entraron en la negociación por la necesidad de tener en esta industria más resguardos y antecedentes suficientes.


En lo que respecta al efecto fiscal de las rebajas arancelarias, se reiteraron las cifras del informe financiero, estimándose que los menores ingresos de 20,0 millones de dólares en 1997 y de 172,2 millones de dólares el 2014 representan valores poco significativos en el contexto de los ingresos presupuestarios por concepto de aranceles a las importaciones.


Diversos argumentos fueron dados por algunos miembros de la Comisión que pusieron en duda la factibilidad de que a través del Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Canadá se logre mejorar la balanza comercial hoy día deficitaria para nuestro país.


La Comisión Especial Encargada de Estudiar el Acuerdo dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de la siguiente normativa:


-Secciones I, II y III, relativas a trato nacional, aranceles y medidas no arancelarias, del Capítulo C.


-Sección IV, artículo C-17, sobre el sistema de bandas de precios, establecido en la ley �Nº 18.525, y anexo C-02.2, del Capítulo C.


-Listas de desgravaciones de Chile y de Canadá.


-Anexo C-03.2 sobre continuación de medidas de exención de aranceles aduaneros.


-Anexo C-08 sobre medidas a las importaciones y exportaciones de Chile.


-Anexo C-09 sobre derechos aduaneros existentes en Chile.


-Sección 3 del Anexo C-00-B, relativo a bienes textiles y del vestido, sobre medidas de emergencia bilaterales (salvaguardias arancelarias).


-Anexo N-02.2 sobre remuneraciones y pago de gastos de la Secretaría Nacional del Tratado de Libre Comercio.


-Artículo O-03 y Anexo O-03.1, sobre tributación y doble tributación.


-Artículos 36 y 43 del Acuerdo de Cooperación Ambiental y artículo 38 del Acuerdo de Cooperación Laboral, relativos al financiamiento de los Paneles Arbitrales, y


-Anexos 33 y 35 del Acuerdo de Cooperación Ambiental y del Acuerdo de Cooperación Laboral, respectivamente, que determinan el monto máximo de la contribución monetaria que puede ser obligada a pagar la Parte demandada por omisiones persistentes en el incumplimiento de sus legislaciones ambiental o laboral, según el caso.


Teniendo presente los antecedentes de la iniciativa y las consideraciones expuestas en la Comisión, fue sometido a votación el artículo único del proyecto de Acuerdo aprobado por la Comisión Especial en relación con las normas que debió conocer esta Comisión antes enunciadas, siendo aprobado por 7 votos a favor, 4 votos en contra y una abstención.


Sala de la comisión, a 9 de mayo de 1997.


Acordado en sesión de fecha 7 de mayo de 1997, con la asistencia de los Diputados señores Montes, don Carlos (Presidente); Galilea, don José Antonio; García, don José; Jocelyn-Holt, don Tomás; Jürgensen, don Harry; Longueira, don Pablo (Melero, don Patricio)(Orpis, don Jaime); Makluf, don José; Matthei, señora Evelyn; Ortiz, don José Miguel; Palma, don Andrés; Rebolledo, señora Romy; Schaulsohn, don Jorge; Valenzuela, don Felipe (Encina, don Francisco).


Se designó Diputado Informante al señor GARCÍA, don JOSÉ.


 


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Secretario de la Comisión."





